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In$orme De$ensorial N/ 71 
 

PROPUESTAS PARA REGULAR LOS DELITOS DE TERRORISMO A 
PARTIR DE LA SENTENCIA DE INCONSTITUCIONALIDAD DICTADA POR 

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1. $a vigencia de una normatividad antiterrorista lesiva de los derechos 

fundamentales es una lamentable e7periencia a la que ha asistido nuestro país 
como consecuencia de la estrategia dise;ada para luchar contra la subversión  
especialmente a partir de 1992. Respecto a la vulneración específica de 
derechos y de garantíasA se han desarrollado diversos estudiosA se han 
pronunciado instancias internacionales y recientemente el Tribunal 
Constitucional peruanoA ha emitido una importante sentencia declarando la 
inconstitucionalidad parcial de las normas cuestionadasA corrigiendo 
inconstitucionalidades detectadasA así como e7hortando al Congreso de la 
República a su modificación.  

 
2. En tal sentidoA la necesidad de una reforma de dicha legislación obedece tanto al 

desarrollo del proceso de democratización en el paísA como a su adecuación a 
los estándares establecidos en los diversos instrumentos internacionales 
suscritos por el Estado peruanoA así como a lo dispuesto por la sentencia del 
Tribunal Constitucional HTC)A publicada el 4 de enero del presente a;o. Cabe 
recordar que la Corte Interamericana de Derechos MumanosA en los casos 
$oayza Tamayo y de Castillo Petruzzi y otrosA ha sido enfática en cuestionar 
diversos aspectos de la legislación sobre terrorismoA ordenando al Estado 
"#$%&'#( )#* +,$-$#* #&(%&-#$#* &#(# (,.%(+#( )#* /%(+#* 01, 2#/ *-$% 
$,3)#(#$#* 4-%)#'%(-#* $, )# 5%/4,/3-6/ 7+,(-3#/# *%8(, 9,(,32%* :1+#/%* ,/ 
)# &(,*,/', *,/',/3-# ; #*,<1(#( ,) <%3, $, )%* $,(,32%* 3%/*#<(#$%* ,/ )# 
5%/4,/3-6/ 7+,(-3#/# *%8(, 9,(,32%* :1+#/%* # '%$#* )#* &,(*%/#* 01, *, 
,/31,/'(#/ 8#=% *1 =1(-*$-33-6/> *-/ ,?3,&3-6/ #)<1/# @5#*% 5#*'-))% A,'(1BB- ; 
%'(%*> C,/',/3-# $, DE $, +#;% $, FGGGHI AsimismoA el caso $ori Perenson 
motivó la elaboración por la Comisión Interamericana de Derechos del Informe 
NR  36U02 de 3 de abril de 2002 Mumanos que reitera este planteamiento. 

 
3. El cuestionamiento por la falta de respeto de un debido proceso en los procesos 

sobre traición a la patria y terrorismo ha motivado que se hayan presentado 
diversas demandas de hábeas corpus que han sido declaradas fundadas por el 
Tribunal ConstitucionalA ordenándose la realización de un nuevo proceso. Este 
debate ha adquirido especial actualidad ante la e7pedición de la sentencia del 
Tribunal Constitucional en la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los 
Decretos $eyes NRs. 25475A 25659A 25708A 25880 y 25744 dictados por el 
gobierno de facto durante el a;o 1992A que regulaban aspectos materialesA 
procesales y de ejecución de los delitos de terrorismo y traición a la patria. 

 
4. Por su parteA la Comisión de [usticia del Congreso de la República ha elaborado 

un predictamen que propone un te7to único ordenado de la legislación 
antiterrorista y normas sobre el delito de terrorismo que se encuentra pendiente 
de debate y aprobación. AsimismoA el 7 de enero del 2003A el Presidente de la 
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República en mensaje a la Nación solicitó al Congreso se otorgue al Poder 
Ejecutivo facultades delegadas para legislar en esta materia a la luz de la 
sentencia del Tribunal ConstitucionalA el cual fue aprobado a través de la $ey NR 
27913A publicada el 9 de enero del presente a;o. 

 
5. En este conte7toA el presente informe pretende brindar pautas y criterios que 

permitan abordar legalmente esta problemática estableciendo el equilibrio 
indispensable entre la necesidad de enfrentar con firmeza la lucha contra la 
subversión y realizar los nuevos procesos sobre terrorismo que se inicien 
respetando el debido proceso yA en generalA los derechos humanos.  

 
 
II. ALCANCES DE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
6. El 15 de julio del 2002 más de cinco mil ciudadanos presentaron una demanda 

de inconstitucionalidad contra los Decretos $eyes N° 25475A que contiene 
normas de carácter sustantivoA procesal y de ejecución para los delitos de 
terrorismoA los Decretos $eyes NR 25659 y NR 25880 que regulan el delito de 
traición a la patriaA así como los Decretos $eyes NR 25708 y NR 25744 que 
establecen las normas para la investigaciónA juzgamiento y ejecución de la pena 
del delito de traición a la patria. El 17 de julio del 2002 el TC admitió la demanda 
interpuesta pues consideró que el plazo para interponer la acción de 
inconstitucionalidad había sido ampliado a seis a;os por la $ey NR 27780 el cual 
debía contarse ^# &#('-( $, )# .,32# $, 3%/*'-'13-6/ $,) J(-81/#) 5%/*'-'13-%/#)K 
,*'% ,* $,*$, ,) LM $, =1/-% $, FGGN> ; *-/ 3%+&1'#( ,) )#&*% ,/ 01, #*1+-,(%/ 
)#* .1/3-%/,* $,) J(-81/#) 5%/*'-'13-%/#) *6)% 31#'(% +#<-*'(#$%*> &1,* ,/ #01,) 
,/'%/3,* ,(# -+&%*-8), 01, *, ,=,(3-,(# )# #33-6/ $, -/3%/*'-'13-%/#)-$#$^. El 3 
de enero del 2003A el Tribunal Constitucional dictó sentenciaA la cual fue 
publicada al día siguiente en el diario oficial ^El Peruano^. 

 
OI Esta decisión ha generado un importante debate debido a la relevancia de la 

materia abordada y a la creatividad demostrada por el Tribunal al evaluar las 
pretensiones de inconstitucionalidad planteadas. En efectoA ha dictado un tipo de 
sentencia que jamás había e7pedidoA tomando en cuenta para ello los avances 
de la doctrina y de la jurisprudencia comparada.  _ es que en la actualidad los 
Tribunales Constitucionales no se limitan a actuar como legisladores negativos 
e7pulsando a la norma inconstitucional del ordenamiento jurídico sino también 
vienen ejerciendo una función creadora o de control positivo. Por elloA puede 
afirmarse que ^)# -/'(%$133-6/ $, 1/# =1(-*$-33-6/ 3%/*'-'13-%/#) ,/ ,) P*'#$% $, 
'(#$-3-6/ =1(Q$-3# (%+#/%R<,(+S/-3# 3-,('#+,/', &%/, ,/ 01-,8(# ,) .%(+#)-B#$% 
*-*',+# $, .1,/',* $,) 9,(,32%> 3%)%3#/$% ,/ 1/ &(-+,( &)#/% ,) 4#)%( $, )# 
=1(-*&(1$,/3-# 3%+% 3(,#$%(# $, 9,(,32%^1 

 
8.  PrecisamenteA la sentencia del TC indica en su considerando NR 27 que de 

acuerdo al artículo 35 de la ley Orgánica del Tribunal ConstitucionalA sus fallos 
vinculan a todos los poderes públicos y queA conforme a la primera disposición 
general de la citada leyA los jueces deben interpretar y aplicar las normas según 
lo dispuesto por el Tribunal Constitucional. A partir de ello afirmaA en los 
considerandos NRs 28 al 33A que las sentencias de inconstitucionalidad pueden 
ser estimatorias o desestimatorias en función de que acojan o no la pretensión 
planteada. Sin embargoA reconoce que e7isten otro tipo de sentencias cuyas 
denominaciones pueden variar en función de cada país o cada autor. En ese 

                                                            
1 PIPERNAT DOMENECM cavierA^$a sentencia constitucional como fuente del derecho^A Revista de 
Derecho PolíticoA NR 24A MadridA 1987A p. 60 
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sentidoA alude a las sentencias interpretativasA aditivasA sustitutivasA e7hortativasA 
precisando que la finalidad de tales decisiones es evitar "4#3Q%* ),<-*)#'-4%* % 
<,/,(#( &,%(,* ,.,3'%* 01, )%* *, &%$(Q#/ &(%$13-( 3%/ )# $,3)#(#3-6/ $, )# 
-/3%/*'-'13-%/#)-$#$ $, 1/# $-*&%*-3-6/ ),<#)"I _ concluye indicando que ")# 
&(,*,/', ,* 1/# *,/',/3-# ,*'-&1)#'-4#> &1,*'% 01, ,?&%/, )%* 3%/3,&'%*> 
#)3#/3,* ; ,.,3'%* $, )# *,/',/3-#"I 

 
9. No puede discutirse la validez ni legitimidad de una sentencia de esta naturaleza 

que cuenta con importantes desarrollos en los Tribunales Constitucionales 
europeos HAlemaniaA AustriaA Espa;aA FranciaA ItaliaA Portugal)2A destacando en 
América $atina la e7periencia de la Corte Constitucional de Colombia. Algunos 
han pretendido cuestionar que la sentencia del TC pueda determinar la 
interpretación constitucional de una norma en materia penal y fije sus alcances y 
contenidoA pues consideran que ello corresponde al legislador como 
consecuencia del respeto al principio de legalidad. No compartimos tal opinión 
pues el Tribunal Constitucional no sólo es el intérprete supremo de la 
ConstituciónA sino que además sus sentencias tienen fuerza de ley y por tanto 
pueden incidir en dicha materia.  

 
10. Desde esta perspectivaA el TC e7aminó la validez constitucional de los 

cuestionados decretos leyesA para finalmente resolvere 
 

 "#$%&'&(") *+("&"&> ,/ &#(',> )# #33-6/ $, -/3%/*'-'13-%/#)-$#$ 
-/',(&1,*'# ;> ,/ 3%/*,31,/3-#T $,3)S(#/*, -/3%/*'-'13-%/#),* ,) #('Q31)% O ; ,) 
-/3-*% 2H $,) #('Q31)% FDIU $,) 9,3(,'% V,; WIU LXMOX #*Q 3%+% )# .(#*, Y3%/ 
#-*)#+-,/'% 3,)1)#( 3%/'-/1% $1(#/', ,) &(-+,( #Z% $, *1 $,',/3-6/ ; )1,<%[ ; YP/ 
/-/<\/ 3#*%> ; 8#=% (,*&%/*#8-)-$#$ $,) 9-(,3'%( $,) ,*'#8),3-+-,/'%> )%* 
*,/',/3-#$%* &%$(S/ 3%+&#('-( *1* 3,)$#* 1/-&,(*%/#),*> (]<-+,/ $-*3-&)-/#(-% 
01, ,*'#(S 4-<,/', 2#*'# *1 ,?3#(3,)#3-6/[ $,) #('Q31)% LE^ $,) 9,3(,'% V,; WIU 
LXMOXI J#+8-]/ ,* -/3%/*'-'13-%/#) ,) -/3-*% $H $,) #('Q31)% FLIU $,) +-*+% 9,3(,'% 
V,; LXMOXI 
7*-+-*+%> *%/ -/3%/*'-'13-%/#),* )%* #('Q31)%* F^> L^> D^> M^> X^ ; O^ $,) 9,3(,'% V,; 
WIU LXNXGI J#+8-]/ )# .(#*, Y% '(#-3-6/ # )# &#'(-#[ $,) #('Q31)% N^ $,) +-*+% 
9,3(,'% V,; WIU LXNXG ; )%* #('Q31)%* F^> L^ ; DU $,) 9,3(,'% V,; WIU LXOE_K )%* 
#('Q31)%* F ; L^ $,) 9,3(,'% V,; WIU LX__EI `-/#)+,/',> *%/ '#+8-]/ 
-/3%/*'-'13-%/#),* )%* #('Q31)%* L^> D^> ; M^ $,) 9,3(,'% V,; WUI LXOMMI 
 "#$%&'& 01, 3#(,3, $, %8=,'% &(%/1/3-#(*, *%8(, ,) .%/$% $, )# 3%/'(%4,(*-# 
&%( 2#8,(*, &(%$13-$% )# *1*'(#33-6/ $, )# +#',(-#> ,/ (,)#3-6/ 3%/ ,) -/3-*% .H $,) 
#('Q31)% FL^ 3%/.%(+, # )% ,?&1,*'% ,/ ,) .1/$#+,/'% =1(Q$-3% WIU FLDK #*Q 3%+% ,/ 
(,)#3-6/ 3%/ ,) #('Q31)% F_^> 3%/.%(+, # )% ,?&1,*'% ,/ )%* .1/$#+,/'%* FLM ; FLXK 
3%/ )%* #('Q31)%* FX^> FNU ; )# A(-+,(# 9-*&%*-3-6/ `-/#) ; J(#/*-'%(-# $,) 9,3(,'% 
V,; WI^ LXMOX> *,<\/ *, ,?&1*% ,/ ,) .1/$#+,/'% WIU FFF $, ,*'# *,/',/3-#K  
 # ,(*+("&"&> &%( +#;%(Q#> )# $,+#/$# ,/ )% $,+S* 01, 3%/'-,/,> .%(+#/$% 
&#(', -/',<(#/', $, )# &#(', (,*%)1'-4# $, ,*'# *,/',/3-# )%* .1/$#+,/'%* =1(Q$-3%* 
WI%*I XN> X_> XG> NL> ND> NX> NN> OL> OD> OM> OX> ON> OO> __> GD> FEM> FEN> FEO> FL_> 
FDE> FDF> FDX> FDO> FML> FMN> FXM> FXG> FOL ; FOM> ;> ,/ 3%/*,31,/3-#> *%/ 
4-/31)#/',* &#(# '%$%* )%* %&,(#$%(,* =1(Q$-3%* $-32%* 3(-',(-%* $, -/',(&(,'#3-6/I 
 &-,.,-.)> ,?2%('# #) 5%/<(,*% $, )# a,&\8)-3# &#(# 01,> $,/'(% $, 1/ &)#B% 
(#B%/#8),> (,,+&)#3, )# ),<-*)#3-6/ 3%((,*&%/$-,/', # .-/ $, 3%/3%($#( ,) (]<-+,/ 
=1(Q$-3% $, )# 3#$,/# &,(&,'1# 3%/ )% ,?&1,*'% ,/ ,*'# *,/',/3-# ,/ )%* 
.1/$#+,/'%* =1(Q$-3%* WI%* FGE ; FGM #*Q 3%+% ,*'#8),B3# )%* )Q+-',* +S?-+%* $, 
)#* &,/#* $, )%* $,)-'%* (,<1)#$%* &%( )%* #('Q31)%* L^> D^> -/3-*%* 8H ; 3HK ; M^> X^ ; 
G^ $,) 9,3(,'% V,; WIU LXMOX> 3%/.%(+, # )% ,?&1,*'% ,/ ,) .1/$#+,/'% =1(Q$-3% 

                                                            
2 A[A Eliseo Heditor)A^$as tensiones entre el Tribunal Constitucional y el $egislador en la Europa actual^A 
Parcelonae Ariel DerechoA 1998f y DIAg REVORIO [avierA^$as sentencias interpretativas del Tribunal 
Constitucional. SignificadoA tipologíaA efectos y legitimidad. Análisis especial de las sentencias aditivas^A 
Valladolide editorial $e7 NovaA 2001.  
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WIU LEX $, ,*'# *,/',/3-#I `-/#)+,/',> # (,<1)#( )# .%(+# ; ,) +%$% 3%+% *, 
'(#+-'#(S/ )#* &,'-3-%/,* $, /1,4%* &(%3,*%*> # )%* 01, *, (,.-,(,/ )%* 
.1/$#+,/'%* LLG ; LDE $, ,*'# *,/',/3-#I 
b/$-3# 01, ,*'# *,/',/3-# /% <,/,(# $,(,32%* $, ,?3#(3,)#3-6/ &#(# )%* 
&(%3,*#$%* ; 3%/$,/#$%* &%( )# #&)-3#3-6/  $, )#* /%(+#* $,3)#(#$#* 
-/3%/*'-'13-%/#),* ,/ ,*'# *,/',/3-#I 

 
11. Como puede apreciarseA una parte de la referida sentencia requiere de un 

desarrollo que corresponde al Congreso de la República pues el TC lo e7horta a 
dictar un conjunto de medidas normativas respecto a la cadena perpetuaA los 
límites má7imos de las penas y la forma como se tramitarán las peticiones de 
nuevos procesos ante la declaratoria de inconstitucionalidad del delito de traición 
a la patria. AsimismoA la sentencia no aborda algunos aspectos que requieren de 
un tratamiento normativoA como por ejemploA la revisión de los procesos sobre 
terrorismo seguidos ante el Poder [udicial resueltos por jueces sin rostroA asunto 
que debería ser regulado conforme lo planteamos en líneas posteriores. A partir 
de ello se evidencia la urgente necesidad de una norma que incorpore estos 
aspectos en los respectivos Códigos PenalA Procesal Penal y de Ejecución 
PenalA mientras no se aborde su reforma integral. 

 
 
III. NECESIDAD DE ABANDONAR LA LEGISLACIÓN DE EACEPCIÓN 
 
12. Con el nombre de Y&%)Q'-3# &,/#) $, ,+,(<,/3-#[ se concibió un conjunto de 

normas que se apartaban de las directrices de un sistema penal garantista y de 
las garantías de la administración de justicia establecidos para el conjunto de 
delitos comunesA buscando de esta manera lograr una mayor eficacia y facilitar 
el combate contra delitos de especial gravedadA como el caso del terrorismo. En 
esta lógica de emergenciaA se incrementó la capacidad de actuación de algunas 
agencias de control penal en la lucha contra el delitoA especialmente la policialA 
pero sin cuidar el respeto de garantías y derechos fundamentales. 

 
13. Esta búsqueda de normas de e7cepción significó no solamente la separación 

normativa de ciertas conductas delictivasA sino que generó un ^*18*-*',+# 
&,/#)"A en donde los principios de la parte general del Código Penal no eran 
respetadosA las garantías de un debido proceso eran cambiadas por limitaciones 
a los derechos del procesado y durante la ejecución de la pena en lugar de 
intentar la resocialización del interno se incidía únicamente en la seguridad y 
disciplina penitenciaria. En todos estos casos la legislación implicaba serias 
violaciones a los derechos humanos. AsíA las normas e7pedidas desde esta 
posición alcanzaron al derecho penal sustantivoA procesal penal y de ejecución 
penalA y se han venido e7pandiendo paulatinamente a otros delitos comunes.  

 
14. A juicio de la Defensoría del PuebloA en un modelo democrático la orientación de 

toda modificación legislativa debe ser poner fin a dicho ^*18*-*',+#  &,/#)" y 
disponer que todos los delitos sean regulados por la normatividad penalA 
procesal y de ejecución común. Por ello consideramos inadecuado que se 
continúe tratando el tema en una norma especialA manteniendo la concepción de 
la e7cepcionalidadA lo que no se condice con un Estado de derechoA los 
principios que inspiran un derecho penal garantista yA en definitivaA con el 
respeto al ^A(%<(#+# A,/#) $, )# 5%/*'-'13-6/^3.  
 

                                                            
3 PERDUGO Ignacio y otrosA ^$ecciones de Derecho Penal. Parte General^A Parcelonae Editorial Pra7isA 
1996A p.34  
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IV. DELEGACION DE FACULTADES LEGISLATIVAS AL PODER EDECUTIVO 

 
15. Ante el pedido formulado por el Presidente de la RepúblicaA el Congreso aprobó 

la $ey NR 27913A publicada el 9 de eneroA a través de la cual delegó facultades al 
Poder Ejecutivo para legislar en materia de terrorismo por el plazo de treinta días 
hábiles. AsimismoA dispuso la conformación de una Comisión Especial 
encargada de elaborar las propuestas correspondientes a la que se integrarán 
dos representantes de la Comisión de [usticia del Congreso. Esta última 
Comisión será la encargada de revisar los decretos legislativos que el Poder 
Ejecutivo promulgue. 
 

16. En anteriores oportunidades ha correspondido al Poder Ejecutivo en ejercicio de 
facultades delegadas legislar sobre estas materias. Así ocurrió con el Decreto 
$egislativo NR 046A sobre terrorismoA y el Decreto $egislativo NR 635A que aprobó 
el Código PenalA incorporando en uno de sus títulos la regulación del delito de 
terrorismo. Como se recordará las normas así aprobadas fueron severamente 
cuestionadas. _ es que no ha sido e7tra;o que cuando se delegó facultades al 
Poder Ejecutivo en materia penal se hayan cometido e7cesosA tanto sustantivos 
como procesales. EstoA por ejemploA ocurrió cuando la $ey NR 26950 delegó 
facultades al Ejecutivo para dictar decretos legislativos sobre seguridad nacional. 
Al amparo de dicha leyA el gobierno de ése entonces dictó once decretos muchos 
de los cuales han sido declarados inconstitucionales por el Tribunal 
Constitucional. 
 

17. Como reacción a estos e7cesosA el artículo 156R del proyecto de reforma 
constitucional aprobado por la Comisión de ConstituciónA Reglamento y 
Acusaciones Constitucionales dispone que "/% &1,$,/ *,( +#',(-# $, 
$,),<#3-6/ $, .#31)'#$,* )#* ),;,* @cH 01, (,<1)#/ +#',(-# &,/#)"I Razones de 
naturaleza doctrinariaA jurídicaA de derecho comparado y político criminales 
sustentan esta posición4. Así por ejemploA en la doctrina se afirma que la función 
de legislar corresponde en esencia al Congreso y queA ademásA el principio de 
legalidad no sólo tiene una e7presión formal de e7igencia de predeterminación 
del hecho punible de manera e7presa y precisaA sino además cuenta con una 
importante e7presión sustancial según la cualA es el órgano de representación 
políticaA es decir el CongresoA el único legitimado para decidir acerca de la 
libertad de los ciudadanos y por ende determinar las conductas desvaloradas 
con la má7ima sanción estatal. 

 
18. No obstanteA el Congreso de la República ha optado por seguir el camino de la 

delegación de facultades interpretando que no e7iste norma e7presa que lo 
prohibaA razón por la cual creemos que la metodología que se emplee para la 
elaboración de estos decretos legislativos debe ser lo más transparente posible -
lo que debería incluir la prepublicación del te7to para recibir sugerencias por un 
breve plazo- y que dicho decretos se circunscriban a la materia objeto de 
delegación.  

 
19. De otro ladoA es obvio que al delegarse facultades legislativas al Poder Ejecutivo 

éste no puede abordar materias reservadas a ley orgánicaA pues así lo disponen 
los artículos 101R y 104R de la Constitución. De ahí queA por ejemploA no pueda 
proponer la modificación de la $ey Orgánica del Poder [udicial y la $ey Orgánica 
del Ministerio Público para crear jueces y salas especializadas en materia de 

                                                            
4 Cfr. ARRO_O gAPATERO $uisA^Principio de legalidad y reserva de ley en materia penal^A Revista 
Espa;ola de Derecho ConstitucionalA Madride CECA NR 8A 1983A p. 9 y ss. 
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terrorismo con competencia nacionalA y tampoco pueda modificarse la regulación 
del proceso de hábeas corpus que en los últimos a;os se ha utilizado 
intensamente contra resoluciones judiciales dictadas en procesos de traición a la 
patria y terrorismo. 

 
 
 
V. REFORMAS AL CODIGO PENAL 
 

IncorForaciGn del delito de terrorismo 
 

20. $a sentencia del TC declaró la inconstitucionalidad del decreto ley que regulaba 
el delito de traición a la patria Hterrorismo agravado) considerando que las 
conductas que tipificaba se encuadran en el tipo penal de terrorismo previsto por 
el Decreto $ey NR 25475. Sin embargoA consideró en su fundamento NR 77 que 
dicho delito para ser conforme a la Constitución debía interpretarse en el sentido 
fijado por el TC. 
 

9,/'(% $, )%* +S(<,/,* $, -/$,',(+-/#3-6/ (#B%/#8), 01, 3%/'-,/, ,*'# /%(+#> )# 
#&)-3#3-6/ $, ,*', $-*&%*-'-4% $,8, %(-,/'#(*, ,/ ,) *,/'-$% -/$-3#$% ,/ )#* &#1'#* 
-/',(&(,'#'-4#* $, ,*'# *,/',/3-#> &%( )% 01, )#* -/',(&(,'#3-%/,* 01, -/%8*,(4,/ 
,*'#* &#1'#* 41)/,(#/ ,) &(-/3-&-% $, ),<#)-$#$ @),? *'(-3'#HI 

I 
21. A juicio de la Defensoría del PuebloA este tipo penal debería ser incorporado al 

Código PenalA así como las restantes figuras delictivas que no han sido 
declaradas inconstitucionales por el Tribunal Constitucional e interpretarse 
conforme lo indica el supremo intérprete de la Constitución. De esta maneraA se 
normalizaría la regulación de estos delitosA dejando atrás las leyes de e7cepción 
y la lógica de un derecho penal de emergencia. 
 

22. Por lo demásA cabe indicar que el delito de terrorismo ^&1,$, *,( $,.-/-$% 
*,/3-))#+,/', 3%+% )# 4-%),/3-# %(<#/-B#$# 3%/ .-/#)-$#$ &%)Q'-3#I @cH ,* )# 
4-%),/3-# ,=,(3-$# $, 1/ +%$% *-*',+S'-3% ; &)#/-.-3#$% &%( %(<#/-B#3-%/,* 01, 
+,$-#/', ,*, &(%3,$-+-,/'% &(,',/$,/ %8',/,( 1/# .-/#)-$#$ &%)Q'-3#K 4-%),/3-# 
01, 2# $, *,( ,/ *Q +-*+# $,)-3'-4#> ; 01, ,* ,) .1/$#+,/'% $, )# 3(-+-/#)-B#3-6/ 
$, )# .-/#)-$#$ &%)Q'-3#> 01, *, 3%/4-,(', #*Q ,/ 1/ &(%<(#+# $, (1&'1(# $,) %($,/ 
3%/*'-'13-%/#)> 31#)01-,(# *,#/  )#* -$,%)%<Q#* $, .%/$% 01, #/-+,/ #) <(1&% 
',((%(-*'#5^.  Así lo hizo notarA la Defensoría del Pueblo en el Informe Defensorial 
NR 9 ^Análisis de los decretos legislativos sobre seguridad nacional dictados al 
amparo de la $ey NR 26959^ de junio de 1998. 
 

23. InclusoA el TC tuvo ocasión de pronunciarse al respectoA con motivo de la 
sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los 
decretos legislativos de seguridad nacional HE7p. NR 005-2001-AIUTC) al se;alar 
que ",) 8-,/ =1(Q$-3% &(%',<-$% $,8, *,( $,)-+-'#$% 3)#(#+,/',> # .-/ $, -+&,$-( 
01, 3-,('%* #3'%* *,#/ 3#)-.-3#$%* % '-&-.-3#$%* ,01Q4%3#+,/', &%( ,) =1B<#$%(> 
3%/ )#* 3%/*,31,/3-#* $, 1/ &(%3,*% -/$,8-$% ; 1/# &,/# -/=1*'#"I Por elloA el 
TC definió los alcances del delito de terrorismo indicando quee  
 

@cH '-,/, 3%+% *1=,'% #3'-4% # 1/# #<(1&#3-6/ %(<#/-B#$# $, &,(*%/#* #(+#$#*K 
3%+% *1=,'% &#*-4% #) P*'#$%K ,) 8-,/ =1(Q$-3% '1',)#$% &%( )# /%(+#'-4-$#$ $,) 
',((%(-*+% ,* ,) (]<-+,/ &%)Q'-3%R-$,%)6<-3% ,*'#8),3-$% 3%/*'-'13-%/#)+,/',K ; )# 
#33-6/ % 3%/$13'# &(%*3(-'# ,* )# *1*'-'13-6/ % 4#(-#3-6/ 4-%),/'# $,) (]<-+,/ 

                                                            
5 $AMARCA CarmenA^Tratamiento jurídico del terrorismo^A Madride Centro de Publicaciones del Ministerio 
de [usticiaA 1985A p. 95 
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&%)Q'-3%> -$,%)6<-3% $,+%3(S'-3% ; 3%/*'-'13-%/#)+,/', ,*'#8),3-$%I 72%(# 8-,/> #1/ 
31#/$% ,) *1=,'% #3'-4% % #<,/', $, ,*', '-&% $, -)Q3-'% &,/#) ,*'S 3%/*'-'1-$% &%( 
#<(1&#3-%/,* %(<#/-B#$#* ; #(+#$#*> ,))% /% -+&)-3# 01, '%$%* )%* -)Q3-'%* &,/#),* 
3%+,'-$%* &%( #<(1&#3-%/,* %(<#/-B#$#* ; #(+#$#* 3%/*'-'1;#/ "',((%(-*+%"I P/ 
,.,3'%> ,) ,),+,/'% 01, 2# $, 3#(#3',(-B#( ,*', '-&% $, -)Q3-'% ,* )# .-/#)-$#$ &%)Q'-3# 
;d% -$,%)6<-3# $, )# #<(1&#3-6/ %(<#/-B#$#I P/ 3%/*,31,/3-#> *- ]*'# /% '-,/, 
3%+% %8=,'-4% ,*# .-/#)-$#$ &%)Q'-3#> ,) -)Q3-'% /% 3%/*'-'1;, "',((%(-*+%"> *-/% 1/ 
-)Q3-'% 3%+\/ $-*'-/'% @cHI 

 
24. Nos parece relevante tomar en cuenta este criterio para evitar posibles dudas 

interpretativas y ratificar lo e7puesto por el TC. ElloA ademásA podría orientar al 
Poder Ejecutivo cuandoA en ejercicio de facultades delegadasA regule este delito 
pues en el Congreso de la República e7istían algunos proyectos de ley que en 
este aspecto no eran muy precisos. 
 
RegulaciGn de la cadena FerFetua 
 

25. El TC refiriéndose a la cadena perpetua en su fundamento NR 194 ha 
considerado quee  

 
@cH ,) ,*'#8),3-+-,/'% $, )# &,/# $, 3#$,/# &,(&,'1# *6)% ,* -/3%/*'-'13-%/#) *- 
/% *, &(,4]/ +,3#/-*+%* ',+&%(#),* $, ,?3#(3,)#3-6/> 4Q# )%* 8,/,.-3-%* 
&,/-',/3-#(-%* 1 %'(#* 01, ',/<#/ &%( %8=,'% ,4-'#( 01, *, '(#', $, 1/# &,/# 
-/',+&%(#)> &%( )% 01, *- ,/ 1/ &)#B% (#B%/#8), ,) ),<-*)#$%( /% $-3'#*, 1/# ),; ,/ 
)%* '](+-/%* ,?2%('#$%*> &%( )# *%)# ,.-3#3-# $, ,*'# *,/',/3-#> #) 3#8% $, DE #Z%* 
$, -/-3-#$# )# ,=,313-6/ $, )# 3%/$,/#> )%* =1,3,* ,*'#(S/ ,/ )# %8)-<#3-6/ $, 
(,4-*#( )#* *,/',/3-#* 3%/$,/#'%(-#*I 

 
26. Frente a la decisión del TCA una alternativa a tomar en consideración desde una 

perspectiva garantista sería la de derogar la cadena perpetua y establecer que 
en su reemplazo se aplicará la pena má7ima establecida en el Código Penal. En 
su defectoA si se opta por mantener la cadena perpetua deberían establecerse 
mecanismosA como la liberación condicional o la redención de la pena por el 
trabajo o la educaciónA que con la regulación especial que líneas más adelante 
se detallaA permitan garantizar su constitucionalidad. Para elloA podría 
establecerse que las personas sentenciadas a cadena perpetua sólo puedan 
solicitar estos beneficios una vez que hayan cumplido 30 a;os de pena efectiva. 
 
EstaLlecimiento de un mMNimo de la Fena Fara el delito de terrorismo 

 
27. Al respectoA el TC consideró en su fundamento NR 204 quee  
 

@cH ,/ ,.,3'%> ,/ )# #3'1#)-$#$ /% ,?-*', 1/ &)#B% +S?-+% $, $,',(+-/#3-6/ $, )# 
&,/#I A,(% ,*# -/,?-*',/3-# ,* *6)% ',+&%(#)> &1,* $,8, 3%+&1'#(*, # &#('-( $,) 
$Q# *-<1-,/', 01, ,*', +-*+% J(-81/#) @P?&I WI^ EEXRLEEFR7bdJ5H $,3)#(6 
-/3%/*'-'13-%/#) ,) 9,3(,'% V,<-*)#'-4% WI^ _GX> 31;# e1-/'# 9-*&%*-3-6/ `-/#) 
+%$-.-36 ,) #('Q31)% LG^ $,) 56$-<% A,/#)> 01, *,Z#)#8# 01, '(#'S/$%*, $, )#* 
&,/#* &(-4#'-4#* $, )-8,('#$ ',+&%(#),*> ]*'#* *, ,?',/$Q#/> 3%/ 3#(S3',( <,/,(#)> 
,/'(, $%* $Q#*> 3%+% +Q/-+%> # DX #Z%*> 3%+% +S?-+%I 
A%( '#/'%> ,) J(-81/#) 5%/*'-'13-%/#) 3%/*-$,(# 01, )# -/3%/*'-'13-%/#)$#$ $, )%* 
&(,3,&'%* ,/1/3-#$%* '-,/, 1/ 3#(S3',( ',+&%(#)> ,*'% ,*> 01, *, %(-<-/6 # &#('-( 
$,) $Q# *-<1-,/', ,/ 01, *, &18)-36 )# *,/',/3-# ,/ +,/3-6/I 
 

 _ más adelante agregó en el fundamento NR 205 quee  
 

@cH )# -/3%/*'-'13-%/#)-$#$ ',+&%(#) #$4,('-$# /% ,*'S (,.,(-$# # )% 01, $-32#* 
$-*&%*-3-%/,* ),<#),* ,*'#8),3,/> *-/% # )# &#(', ,/ 01, /% &(,4]/ )%* &)#B%* 
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+S?-+%* $, &,/#I A%( ,))%> 3%/*-$,(# ,) J(-81/#) 01, @cH> $,8, ,?2%('#(*, #) 
),<-*)#$%( &#(# 01,> $,/'(% $, 1/ &)#B% (#B%/#8),> 31+&)# 3%/ &(,4,( &)#B%* 
+S?-+%* $, &,/# ,/ 3#$# 1/# $, )# .-<1(#* 'Q&-3#* (,<1)#$#* &%( )%* #('Q31)%* L^> 
D^ )-',(#),* Y8[ ; Y3[> M^ ; X^ $,) 9,3(,'% WI^ V,; LXMOXI 

 
28. Para ello bastaría con modificar nuevamente el artículo 29R del Código Penal 

estableciendo que las penas privativas de libertad temporales se e7tienden hasta 
un má7imo de treinta a;os. 

 
  
 
Bene$icios For colaLoraciGn e$icaz 
 
29. Deberían contemplarse estos beneficios que permiten la atenuación de la pena o 

incluso su no aplicaciónA pero evitando que se cometan los e7cesos que se 
presentaron con la figura del arrepentidoA cuya sola declaración en ocasiones 
bastó para disponer la detención de las personas sin que e7istan mayores 
elementos de juicio para ello. AsimismoA debe establecerse que a estos 
beneficios no pueden acogerse los dirigentes principales de los grupos 
terroristas. 

 
30. En esta dirección debe tomarse en cuenta que la colaboración debe respetar 

determinados principios. En primer lugarA la eficaciaA es decir que la colaboración 
resulte útil a la justiciaf en segundo lugarA debe ser proporcional para evaluar el 
grado de colaboración brindada con el beneficio obtenidof en tercer lugarA la 
condicionalidadA pues deben cumplirse aspectos puntuales para evitar la 
revocación del beneficiof en cuarto lugarA se trata de un procedimiento formal 
donde interviene el fiscal yA ciertamenteA el juezf y finalmenteA que dicho 
beneficio puede iniciarse en la etapa de investigación preliminarA o cuando la 
persona está procesada o condenada6.  Una e7periencia a tomar en cuenta es la 
prevista en la $ey NR 27378A de 21 de diciembre del 2000A que establece los 
beneficios por colaboración eficaz en el ámbito de la criminalidad organizada. 

 
 
VI. REFORMAS AL CODIGO PROCESAL PENAL 
 

InvestigaciGn Freliminar. EQercicio del derecRo de de$ensa. ProtecciGn de 
Queces y testigos. Mayores atriLuciones disciFlinarias a magistrados 

 
31. Siguiendo el ejemplo de las normas que se vienen aplicando en los procesos 

anticorrupción H$eyes 27379 y 27697)A debería incorporarse al Código Procesal 
Penal el procedimiento para la adopción de medidas e7cepcionales de limitación 
de derechos en investigaciones preliminares.   

 
32. Si bien el TC Hfundamento NR 128) considera que no resulta inconstitucional la 

limitación establecida por el inciso c) del artículo 2 del D.$. 25744 que modifica el 
D.$. 25475A según el cual los abogados defensores no podrán patrocinar 
simultáneamente a más de un encausado a nivel nacional en ninguna de las 
etapas respectivas Hinvestigación policialA instrucción o el juicio)A consideramos 
que ella podría ser modificadaA  para que los abogados ejerzan la defensa de 
sus patrocinados sin restricción alguna. 

 

                                                            
6 SAN MARTIN CASTRO CésarA^Derecho Procesal Penal^A Vol. IIA $imae GrijleyA 1999A pp. 1039-1040 y ss 
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33. Igualmente convendría regular especiales atribuciones a los jueces para que no 
sólo cuenten con medidas que aseguren su protección personalA sino a la vez 
con especiales poderes disciplinarios durante el juicio oral para evitar los 
e7cesos que los procesados por terrorismo pudieran cometer durante los 
mismos. 

 
34. Del mismo modoA debería regularse un procedimiento para la protección de 

testigos que pudieran colaborar con la justiciaA y que debido al temor del peligro 
de las organizaciones terroristas no brinden su testimonio. 

 
 
VII. REFORMAS AL CODIGO DE EDECUCION PENAL 
 

Bene$icios Fenitenciarios 
 

34. $a Constitución Hartículo 139R inciso 22) establece que la finalidad de la 
ejecución de la pena privativa de libertad es la resocialización del condenado. 
Para ello se ha de aplicar un tratamiento penitenciarioA que tiene como 
componente esencial la posibilidad que el interno pueda acceder a beneficios 
penitenciariosA que propicien la adecuación de su conducta a las actividades de 
tratamiento y colabore con el mismo. El TC ha considerado en su fundamento NR 
212 quee  

 
@cH)# (,*'(-33-6/ &#(# #33,$,( # )%* 8,/,.-3-%* &,/-',/3-#(-%* /% &%*,, 3#(S3',( 
<,/,(#)> *-/% \/-3#+,/', ,*'S (,.,(-$# # )%* 8,/,.-3-%* &(,4-*'%* ,/ )%* 56$-<%* 
A,/#) ; $, P=,313-6/ A,/#)I V% 01, /% 01-,(, $,3-( 01, # )%* *,/',/3-#$%* &%( 
$,)-'% $, ',((%(-*+% ),* ,*'] /,<#$%> # &(-%(-> 31#)01-,( ,4,/'1#) 8,/,.-3-% 
&,/-',/3-#(-%> *-/% *6)% )%* 01, ,*'S/ ,*'#8),3-$%* ,/ )%* 3-'#$%* 31,(&%* ),<#),*> 
3%((,*&%/$-,/$% #) ),<-*)#$%( )# &%*-8-)-$#$ $, (,<1)#( $,',(+-/#$%* 8,/,.-3-%* 
&,/-',/3-#(-%* $, #31,($% 3%/ )# <(#4,$#$ $, )%* $,)-'%* &%( )%* 31#),* *1* 
8,/,.-3-#(-%* 218-,(#/ *-$% 3%/$,/#$%*I 

 
35. Esto supone que para la concesión de beneficios penitenciarios a los internos 

por terrorismo pueden establecerse requisitos especialmente rigurososA en 
consideración a la peligrosidad y da;osidad de la conducta delictiva realizada. 
Así por ejemploA tratándose de la semilibertad podría e7igirse el cumplimiento de 
la mitad de la penaA y para el caso de la libertad condicional ella podría 
concederse luego de haberse cumplido dos terceras partes de la pena o tres 
cuartas partes de la misma. En el mismo sentidoA se podría regular que la 
redención de la pena por el trabajo o la educación se establezca a razón de un 
día por cinco días de labor efectiva o de estudiosA tal como ocurre tratándose de  
los delitos de tráfico ilícito de drogas a que se refiere el artículo 4 de la $ey NR 
26320. Considerando queA sin dudaA la concesión de dichos beneficios ha de ser 
resultado de una evaluación de los profesionales penitenciarios y de la 
consiguiente decisión final del magistrado. 
 
 

VIII. REFORMAS A LA LEY ORGANICA DEL PODER DUDICIAL Y DEL 
MINISTERIO PUBLICO 

 
SalaU Queces y $iscales esFecializados de terrorismo con comFetencia 
nacional 
 

36. En la actualidad se encuentra en funcionamiento una Sala Penal Superior 
Corporativa con sede en $ima con competencia a nivel nacionalA encargada del 
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trámite y juzgamiento de los procesos por delito de terrorismo y cone7os al 
mismo. AsimismoA e7iste un [uzgado Especializado Penal Corporativo con 
competencia a nivel nacional de la misma materia. Ambos organismos 
especializados fueron creados por Resolución Administrativa NR 001-97-SPPCS-
T-P[ de 10 de diciembre de 1997 dictada por la Sala Penal Permanente de la 
Corte Suprema de [usticiaA publicada el 12 del mismo mes en el diario oficial ^El 
Peruano^. RecientementeA la Sala Penal Permanente de la Corte SupremaA a 
través de la Resolución Administrativa NR 001-2003-SPPCS de 7 de enero de 
2003 publicada al día siguiente en el diario oficialA ha designado al titular del 
citado [uzgado Especializado7. 
 

37. No obstante elloA hubiera sido importante darle una mayor cobertura legal y 
estabilidad a la creación de jueces y fiscales especializados en terrorismo a 
través de la modificación de las leyes orgánicas del Ministerio Público y del 
Poder [udicial. _ es que resulta indispensable garantizar una labor fiscal y una 
justicia especializadaA coherente y estable en la investigación y juzgamiento de 
los delitos de terrorismo. $a e7periencia de los jueces y fiscales anticorrupción 
resulta útil en estos aspectos. Sin embargoA en la medida que ello implicaría la 
reforma de leyes orgánicas no puede ser objeto de tratamiento por parte de un 
decreto legislativoA conforme lo se;alan los artículos 101R y 104R de la 
Constitución. Por elloA sería conveniente que el Congreso de la República asuma 
esta reforma a las citadas leyes orgánicas. 
 

 
IA. DISPOSICIONES DE TRANSICIÓN 
 

Recurso de anulaciGn de sentencias For delitos de traiciGn a la Fatria 
 

38. Sobre el particularA el TC ha considerado en su fundamento NR 230 quee  
 

 Hl) )# &(,*,/', *,/',/3-# /% #/1)# #1'%+S'-3#+,/', )%* &(%3,*%* =1$-3-#),* 
$%/$, *, 218-,(# 3%/$,/#$% &%( ,) $,)-'% $, '(#-3-6/ # )# &#'(-# #) #+&#(% $, )%* 
$-*&%*-'-4%* $,) 9,3(,'% V,; WU LXNXG $,3)#(#$%* -/3%/*'-'13-%/#),*I J#+&%3% *, 
$,(-4# $, '#) $,3)#(#3-6/ $, -/3%/*'-'13-%/#)-$#$ 01, $-32%* *,/',/3-#$%* /% 
&1,$#/ /1,4#+,/', *,( =1B<#$%* &%( ,) $,)-'% $, ',((%(-*+%> &1,* 3%+% ,?&%/, 
,*', J(-81/#) ,/ )%* .1/$#+,/'%* W%* DN> DO ; D_> )%* +-*+%* *1&1,*'%* 
&(%2-8-$%* &%( ,) $,3(,'% ),; LXNXG *, ,/31,/'(#/ (,<1)#$%* &%( ,) $,3(,'% ),; 
LXMOXI  
P/ 3%/*,31,/3-#> 1/# 4,B 01, ,) ),<-*)#$%( (,<1), ,) 3#13, &(%3,*#) *,Z#)#$% ,/ 
,) &S((#.% #/',(-%(> )# &%*-8-)-$#$  $, &)#/',#( )# (,#)-B#3-6/ $, 1/ /1,4% &(%3,*% 
&,/#)> 2# $, ,*'#( 3%/$-3-%/#$# ,/ *1 (,#)-B#3-6/ # )# &(,4-# &,'-3-6/ $,) 
-/',(,*#$%I 
A%( ,))%> ,) J(-81/#) 5%/*'-'13-%/#) ,?2%('# #) A%$,( V,<-*)#'-4% # $-3'#( ,/ 1/ &)#B% 
(#B%/#8), )# .%(+# ; ,) +%$% 3%/ ,) 01, *, '(#+-'#(S/> ,4,/'1#)+,/',> )#* 
(,3)#+#3-%/,* &#('-31)#(,* # )#* 01, #/',* *, 2# 2,32% (,.,(,/3-#I 

 
39. De esta maneraA resulta indispensable regular un recurso especial que permita la 

revisión de los procesos que se desarrollaron al amparo de normas 
inconstitucionalesA de manera que se garantice el respeto al debido proceso. 
Esto traerá como consecuencia que se deje de lado el mecanismo que se ha 
venido utilizando de acudir al proceso de hábeas corpus para obtener la nulidad 
de los procesos ante la justicia militarA tal como ocurrió en las sentencias 

                                                            
7  El Presidente de la RepúblicaA en su mensaje a la Nación de 7 de enero en el que solicitó la delegación 
de facultades "#/1/3-6 01, ,) f%8-,(/% $,3-$-6 '#+8-]/ &(%&%/,( #) A%$,( g1$-3-#) )# 3(,#3-6/ $, 1/# *#)# 
/#3-%/#) #/'-',((%(-*'# 01, &,(+-'# #<-)-B#( )%* &(%3,*%* &,/#),* 2#*'# *1 &(%/'# 3%/3)1*-6/"A Diario Oficial 
^El Peruano^A $ima 8 de enero de 2003A p. 3 
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dictadas por el Tribunal Constitucional en los casos [orge Alberto Cartagena 
Vargas HE7p. NR 218-02-MCUTC)A Alfredo Crespo Pragayrac HE7p. NR 217-02-
MCUTC)A [uan Carlos muispe Gutiérrez HE7p. NR 1261-02-MCUTC) y Elena 
Iparraguirre Revoredo HE7p. NR 1011-2002-MCUTC)8.  
 
El referido recurso podría ser interpuesto ante la Sala Especial sobre Terrorismo 
dentro del plazo razonable que se;ale la leyA la cualA previa audiencia del FiscalA 
anularía la sentencia y dispondría el inicio de un nuevo proceso.  
 

40. Cabe recordarA que el TC ya ha tenido oportunidad de precisar los efectos de 
una sentencia que declara la inconstitucionalidad de una norma respecto a los 
procesos llevados a cabo aplicando la norma declarada inconstitucional. Esto 
ocurrió en la sentencia recaída en el caso $uis Alberto Cruz Cotrina  HE7p. NR 
1093-2002-MCUTC)9 cuando sostuvo quee 
 

P) J(-81/#) 5%/*'-'13-%/#)> &%( *,/',/3-# &18)-3#$# ,) $-,3-*-,', $, /%4-,+8(, $, 
$%* +-) 1/%> (,3#Q$# ,/ ,) P?&I WIU EEXRLEEFR7bdJ5> $,3)#(6 -/3%/*'-'13-%/#),*> 
,/'(, %'(%*> )%* #('Q31)%* FI^ ; LI^ $,) 3-'#$% 9,3(,'% V,<-*)#'-4% WIU _GX> )% 01, 
*1&%/, 01, ,) &(%3,*% ; 3%/$,/# $,) #33-%/#/', ,/ ,) .1,(% +-)-'#( 2#/ $,4,/-$% 
,/ /1)%* ;> ,/ 3%/*,31,/3-#> ]*', 2#8Q# $, *%+,',(*, # )%* #)3#/3,* $,) .1,(% 
3%+\/> ,) 31#) .-/#)+,/', $,',(+-/#(S *1 *-'1#3-6/ =1(Q$-3#> 3%/ -((,*'(-3'% (,*&,'% 
$,) $,(,32% #) $,8-$% &(%3,*%I  

 
De esta maneraA corresponderá al juez competente determinar si la persona 
sigue detenida o deja de estarlo en estricta aplicación de lo previsto por el 
artículo 135 del Código Procesal Penal. Es decirA tal como lo ha entendido el 
supremo intérprete de la ConstituciónA la anulación del proceso no implica la 
automática libertad de la persona beneficiada. 
 
AdecuaciGn de Fena y evaluaciGn de la tiFicidad del delito 
 

41. Como consecuencia de la decisión del TC de declarar la inconstitucionalidad del 
delito de apología de terrorismo Hfundamento NR 88) y considerar que debe 
aplicarse lo dispuesto por el artículo 316R  del Código PenalA que regula dicho 
delitoA se plantea la posibilidad que la conducta deje de ser típica o haya 
disminuido la pena a aplicar. De ocurrir lo primeroA la consecuencia sería la 
e7carcelaciónA mientras que en el segundo casoA la adecuación de la pena. Para 
ambos supuestos debe determinarse jueces y fiscales competentes que 
aseguren un procedimiento ágil para resolver las solicitudes correspondientes 
mediante criterios interpretativos uniformes. 
 
AnulaciGn de sentencias del Poder Dudicial en Frocesos de terrorismo  
 

42. Si bien la sentencia del TC no se;ala que los procesos de terrorismo tramitados 
por el Poder [udicial en base a lo dispuesto por el D. $ NR 25475 deberán ser 
revisadosA a juicio de la Defensoría del PuebloA se plantea la conveniencia de 
establecer un mecanismo procesal en estos casos que permita declarar la 
nulidad de la sentencia y llevar a cabo un nuevo procesoA siempre y cuando en  
ellos no se haya garantizado el debido proceso y el respeto al principio de 
legalidad. 

                                                            
8 $as referidas sentencias fueron publicadas en la Separata ^Garantías Constitucionales^ del diario oficial 
^El Peruano^ correspondiente a los días 3 de agostoA 20 de setiembreA 25 de setiembre y 23 de noviembre 
del 2002A respectivamente. 
9 Publicada en la Separata ^Garantías Constitucionales^ del diario oficial ^El Peruano^ del 14 de agosto del 
2002A p. 5224 
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43. Un caso de particular relevancia lo constituyen los procesos seguidos ante el 

Poder [udicial por jueces sin rostro. Por lo demásA respecto a ellos ya se han 
presentado sendas demandas de hábeas corpus que se encuentran pendientes 
de resolver. Para estos casosA creemos que sería importante dise;ar un proceso 
especial de revisión que permita garantizar el respeto al debido proceso. 
 

44. De otro ladoA en la medida que el TC efectúa una interpretación conforme a la 
Constitución del tipo penal de terrorismo previsto por el artículo 2 del D.$. NR 
25475 HFundamento NR 77 y anteriores)A podría ocurrir que se alegue que en 
otros procesos llevados a cabo por el Poder [udicial no se efectuó dicha 
interpretación razón por la cual la conducta deje de estar incriminada y la 
resolución condenatoria devenga en nula. Ello debería permitir una revisión del 
proceso. En todos estos casos podría establecerse un procedimiento similar al 
previsto para la anulación de sentencias sobre traición a la patria. 
 
Normas Frocesales esFeciales 
 

45. $a decisión respecto a la libertad o la comparecencia de las personas cuyas 
sentencias han sido anuladas por la instancia competente del Poder [udicial 
debe corresponder a los [ueces especializados en terrorismo. Por lo demásA el 
TC ha precisado los alcances del artículo 137R  del Código Procesal PenalA que 
regula la e7carcelación por e7ceso del plazoA se;alando en la sentencia recaída 
en el caso $uis Alberto Cruz Cotrina  HE7p. NR 1093-2002-MCUTC)10 que el plazo 
se computa desde el inicio del proceso en el Poder [udicial. 
 

@cH,) &,(Q%$% $, $,',/3-6/ *1.(-$% &%( ,) #33-%/#/',> # ,.,3'%* $, #&)-3#( ,) 
#('Q31)% FDOU $,) 56$-<% A(%3,*#) A,/#) ,/ ,*'%* *1&1,*'%*> 2#8Q# $, 3%+&1'#(*, 
$,*$, ,) +%+,/'% ,/ 01, )#* #1'%(-$#$,* =1$-3-#),* $,) .1,(% 3%+\/ -/-3-#(%/ ,) 
&(%3,*% 01, ),* 3%((,*&%/$Q#K ,* $,3-(> ,/ ,*', 3#*%> $,*$, ,) $%3, $, $-3-,+8(, 
$, $%* +-) 1/%I @cHI 

 
46. AsimismoA ante la presencia de un recurso de anulación contra una sentencia 

que comprende a diversas personas podría establecerse un mecanismo procesal 
que permita la notificación a los restantes sentenciados a efectos de que decidan 
si quieren que su caso sea acumulado. De no hacerlo en determinado plazo ya 
no podrían solicitar la acumulación ni la nulidad del proceso. 
 
 

A. CONCLUSIONES 
 
1. $a urgencia de reformar la legislación penal antiterrorista obedece a la 

necesidad de adecuarla a los parámetros de un derecho penal democráticoA que 
implica el respeto del programa penal de la ConstituciónA los estándares de los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanosA así como el 
cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de 
Derechos Mumanos. Igualmente a las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Mumanos y del Tribunal Constitucional.  

 
2. El cumplimiento de estas e7igencias no resulta incompatible con la necesaria 

eficacia en la lucha antisubversivaA toda vez que es la única manera de orientar 

                                                            
10 Publicada en la Separata ^Garantías Constitucionales^ del diario oficial ^El Peruano^ del 14 de agosto 
del 2002A p. 5224 
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el sistema penal hacia un funcionamiento racional que tienda fundamentalmente 
a la condena de los culpables y la absolución de los inocentes.  

 
3. Consideramos que la reforma de la legislación antiterrorista debe enmarcarse en 

una política general del Estado destinada a enfrentar el fenómeno del terrorismoA 
lo cual implica necesariamente que la política criminal que oriente la reforma en 
cuestiónA debe trascender la mera perspectiva retributiva Hincremento de 
sanciones) y dise;arse a partir de los principios de intervención mínimaA 
fragmentariedadA legalidad y proporcionalidadA fundamentalmenteA que 
distinguen el ejercicio del poder punitivo en un Estado de Derecho. 

 
4. $a delegación de facultades legislativas al Poder Ejecutivo a través de la $ey NR 

27913 constituye una fórmula de e7cepción para dictar normas en materia de 
terrorismo luego de dictarse la sentencia de inconstitucionalidad de fecha 3 de 
enero del 2003 por el Tribunal Constitucional. Mubiera sido preferible que el 
debate de esta reforma de la legislación sobre terrorismo se lleve a cabo en el 
Congreso de la República. Cabe recordar que el artículo 156R del proyecto de 
reforma constitucional aprobado por la Comisión de ConstituciónA Reglamento y 
Acusaciones Constitucionales dispone que ^no pueden ser materia de 
delegación de facultades las leyes Hl) que regulan materia penal^. No obstanteA 
el Congreso de la República ha optado por seguir el camino de la delegación de 
facultadesA razón por la cual creemos que la metodología que se emplee para su 
elaboración debe ser lo más transparente posible -lo que debería incluir la 
prepublicación del te7to para recibir sugerencias por un breve plazo- y que los 
decretos legislativos a dictar se circunscriban a la materia objeto de delegación.  

 
5. $os decretos legislativos que se dicten al amparo de la delegación de facultades 

deberían establecer reformas puntuales a los respectivos Códigos PenalA 
Procesal Penal y de Ejecución PenalA conforme a lo mencionado en el presente 
informe. De esta maneraA se dejaría de lado la lógica de normas especiales de 
emergencia que no se condice con las pautas que orientan un Estado 
democrático. 
 

6. AsimismoA deben establecerse normas de transición que contemplen la 
regulación de un recurso especial de anulación que permita la revisión de los 
procesos que se desarrollaron al amparo de normas inconstitucionales en 
materia de traición a la patriaA conforme a lo indicado por el Tribunal 
ConstitucionalA y de terrorismoA de manera que se garantice el respeto al debido 
proceso y el principio de legalidad. El referido recurso podría ser interpuesto ante 
la Sala Especial Corporativa sobre Terrorismo dentro del plazo razonable que 
se;ale la leyA la cualA previa audiencia del FiscalA anularía la sentencia y 
dispondría el inicio de un nuevo proceso. Corresponderá al juez especializado de 
terrorismo determinar si la persona sigue detenida o deja de estarlo en estricta 
aplicación de lo previsto por el artículo 135R del Código Procesal Penal. Es decirA 
la anulación del proceso no implica la automática libertad de la persona 
beneficiada con el mismo.  

 
7. Para enfrentar los nuevos procesos que se inicien se requiere de un esfuerzo 

coordinado y conjunto de parte de todas los órganos constitucionales e 
instituciones involucradasA que en el marco del respeto de los principios y valores 
que orientan un Estado democrático de Derecho permita enfrentar al fenómeno 
del terrorismo con firmeza y con respeto a los derechos humanos. Para elloA 
resulta indispensable que el Poder Ejecutivo brinde efectivamente el apoyo 
económico que requieran tanto el Poder [udicial como el Ministerio Público. 
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AI. RECOMENDACIONES 
 
1. Al Ministro de Dusticia y a la ComisiGn EsFecial Vue se designeW 
 

En el marco de lo dispuesto por la $ey NR 27913A que delegó facultades al Poder 
Ejecutivo para legislar en materia de terrorismo y dispuso la conformación de 
una Comisión Especial para elaborar las propuestas correspondientes designada 
por Resolución Suprema refrendada por su despachoA SE LE RECOMIENDAW 

 
a) mue al regular los aspectos sustantivosA procesales y de ejecución de los delitos 

de terrorismo se ponga fin a la legislación penal de emergencia vigente que 
mantiene una concepción de e7cepcionalidadA disponiéndose que estos delitos 
sean regulados en los respectivos Códigos PenalA Procesal y de Ejecución 
Penal. 

 
b) Reformar el Código PenalA en consecuenciae  

 
!" Incorporar en el Código Penal los tipos penales de terrorismo conforme fluye 

de la interpretación efectuada por el Tribunal Constitucional en su sentencia 
de inconstitucionalidad de fecha 3 de enero del 2003 
 

!" Establecer una pena má7ima para el delito de terrorismo que debería ser no 
mayor a treinta a;os.  
 

!" Eliminar la cadena perpetua. En tanto ello no suceda permitirla autorizando la 
libertad condicionalA así como beneficios penitenciarios que sólo podrán 
hacerse efectivos una vez que hayan cumplido treinta a;os de pena de 
prisión efectiva.  
 

!" Contemplar beneficios por colaboración eficaz siguiendo el modelo previsto 
para los procesos anticorrupción 
 

c) Reformar el Código Procesal PenalA en consecuenciae 
 
!"  Establecer un procedimiento especial para los procesos de terrorismo que 

garantice el respeto del debido proceso siguiendo los criterios interpretativos 
fijados por el Tribunal ConstitucionalA y que reconozca al juez facultades para 
la adopción de medidas e7cepcionales de limitación de derechos en 
investigaciones preliminares. 
 

!" Regular un procedimiento para la protección de testigos que pudieran 
colaborar con la justiciaA y que debido al temor del peligro de las 
organizaciones terroristas no estén dispuesta a brindar su testimonio. 
 

!"  Regular especiales atribuciones a los jueces para que no sólo cuenten con 
medidas que aseguren su protección personalA sino a la vez con especiales 
atribuciones disciplinariasA por ejemplo durante el juicio oralA para evitar los 
e7cesos que los procesados por terrorismo pudieran cometer. 

 
d) Reformar el Código de Ejecución PenalA en consecuenciae  

 
!" Superar el sistema de prohibición absoluta de beneficios penitenciarios para 

los condenados por terrorismoA reemplazándolo por un régimen agravado y 
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gradual de acceso a los mismosA que ha de ser resultado de una evaluación 
de los profesionales penitenciarios y de la decisión final del [uez.  
 

!" Tratándose de la semilibertad podría e7igirse el cumplimiento de la mitad de 
la penaA y para el caso de la libertad condicional  podría concederse luego de 
haberse cumplido dos terceras partes de la pena o tres cuartas partes de la 
misma. En el mismo sentidoA se podría regular que la redención de la pena 
por el trabajo o la educación se establezca a razón de un día por cinco días 
de labor efectiva o de estudios.  

 
e) Regular disposiciones transitorias que comprendane 

 
!" Un recurso especial de anulación que permita la revisión de los procesos que 

se desarrollaron al amparo de normas inconstitucionales en materia de 
traición a la patriaA conforme a lo indicado por el Tribunal ConstitucionalA y de 
terrorismoA de manera que se garantice el respeto al debido proceso y el 
principio de legalidad. El referido recurso podría ser interpuesto ante la Sala 
Especial Corporativa sobre Terrorismo dentro del plazo razonable que se;ale 
la leyA la cualA previa audiencia del FiscalA anularía la sentencia y dispondría 
el inicio de un nuevo proceso. Corresponderá al juez especializado de 
terrorismo determinar si la persona sigue detenida o deja de estarlo en 
estricta aplicación de lo previsto por el artículo 135R del Código Procesal 
Penal. Es decirA la anulación del proceso no implica necesariamente la 
libertad automática de la persona beneficiada con el mismo.  
 

!" Establecer una regulación que permita la notificación a los restantes 
sentenciados en el mismo e7pediente a efectos de que decidan si quieren 
que su caso sea acumulado con aquel que motivo la presentación de un 
recurso de anulación. De no hacerlo en determinado plazo ya no podrían 
solicitar dicha acumulación. 

 
f) mue la metodología que se emplee para la elaboración de los decretos 

legislativos sea lo más transparente posibleA lo que debe incluir la prepublicación 
del proyecto para recibir sugerencias por un breve plazoA y que tales decretos se 
circunscriban a la materia objeto de delegación por la $ey NR 27913. 
 

X. Al Congreso de la ReFYLlica SE LE RECOMIENDAW 
 

a) Reformar las $eyes Orgánicas del Ministerio Público y del Poder [udicial  para 
brindar una mayor estabilidad y cobertura legal a los jueces y fiscales 
especializados en materia de terrorismo.  
 

Z. Al TriLunal ConstitucionalW 
 
a) DESTACAR la importancia para el fortalecimiento del Estado democrático  

Derecho y la vigencia de los derechos humanos en el PerúA de la sentencia de 3 
de enero de 2003 que resuelve la acción de inconstitucionalidad presentada 
contra los Decretos $eyes NRs. 25475A 25659A 25708A 25880 y 25744A que 
regulaban aspectos materialesA procesales y de ejecución de los delitos de 
terrorismo y traición a la patria. 

 
$imaA enero del 2003 


